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  Carta de fecha 8 de junio de 2006 dirigida al Presidente  
del Consejo de Seguridad por la Presidenta del Comité del 
Consejo de Seguridad establecido en virtud de la resolución 
1373 (2001)relativa a la lucha contra el terrorismo 
 
 

 El Comité contra el Terrorismo ha recibido de Nueva Zelandia el quinto 
informe adjunto, presentado en cumplimiento de lo establecido en el párrafo 6 de la 
resolución 1373 (2001) (véase el anexo). Le agradeceré que tenga a bien disponer la 
distribución de la presente carta y de su anexo como documento del Consejo de 
Seguridad. 
 

(Firmado) Ellen Margrethe Løj 
Presidenta del Comité del Consejo de Seguridad establecido en virtud  

de la resolución 1373 (2001) relativa a la lucha contra el terrorismo 
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Anexo 
 

  Carta de fecha 25 de mayo de 2006 dirigida a la Presidenta 
del Comité contra el Terrorismo por el Representante 
Permanente de Nueva Zelandia ante las Naciones Unidas 
 
 

 En respuesta a su carta de fecha 24 de febrero de 2006, en que pedía 
información adicional sobre la aplicación de la resolución 1373 (2001) por Nueva 
Zelandia, tengo el honor de transmitir al Comité contra el Terrorismo el quinto 
informe de mi país, que responde a las preguntas y observaciones formuladas por el 
Comité en relación con las medidas adoptadas por Nueva Zelandia en aplicación de 
la resolución 1373 (2001) (véase el apéndice). 

 Mi Gobierno sigue dispuesto a proporcionar al Comité cualquier otra 
información que pueda solicitar. 
 

(Firmado) Rosemary Banks 
Representante Permanente 
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Apéndice 
 

  Informe de Nueva Zelandia al Comité contra el Terrorismo del Consejo de Seguridad 
de las Naciones Unidas 

 
 

1. Medidas de aplicación: prevención y represión de la financiación de los actos de terrorismo 

1.1  El Comité toma nota de las leyes y reglamentos 
aprobados por Nueva Zelandia con miras a reprimir la 
financiación del terrorismo, de conformidad con lo 
dispuesto en la resolución 1373 (2001), y desearía que se 
le informase sobre los mecanismos existentes en Nueva 
Zelandia para vigilar los servicios de transferencia de 
fondos y si Nueva Zelandia está examinando la posibilidad 
de someterlos a un régimen de autorización o registro.  

En 2004, el Gobierno de Nueva Zelandia decidió que las entidades que 
prestaban servicios de transferencia de fondos quedarían sometidas a un nuevo 
régimen relativo a la identificación de los clientes. El desarrollo normativo de 
esta decisión se ha encuadrado en un proyecto más amplio del Gobierno, en 
cuyo marco se están revisando los productos financieros y sus proveedores, así 
como las leyes para combatir el blanqueo de dinero y la financiación del 
terrorismo. Con ocasión de esta revisión, actualmente se está examinando la 
posibilidad de exigir que los servicios de transferencia estén acreditados o 
registrados y actúen con la diligencia debida en relación con sus clientes. 

1.2  El Comité también desearía saber de qué modo 
vigila Nueva Zelandia los servicios alternativos de 
transferencia de fondos, tales como la hawala. ¿Cuántos 
servicios oficiosos de este tipo se cree que existen en 
Nueva Zelandia? ¿Qué medidas se han adoptado o previsto 
a fin de evitar que se utilicen para fines de terrorismo? 

Los servicios alternativos de transferencia de fondos se definen como 
“instituciones financieras” en la Ley de presentación de informes sobre 
transacciones financieras de 1996 (artículo 3.1) k) v)), norma que les impone la 
obligación de denunciar las transacciones sospechosas ante la Dependencia de 
Inteligencia Financiera (DIF) de Nueva Zelandia. Se estima que en Nueva 
Zelandia operan entre 100 y 200 servicios de este tipo. 

 En el marco de la revisión amplia a que se ha hecho referencia en la respuesta a 
la pregunta 1.1 se determinará si esos servicios deben ilegalizarse o ha de 
requerírseles su inscripción o acreditación. En 2007 Nueva Zelandia introducirá 
la figura del Supervisor en materia de lucha contra el blanqueo de dinero y la 
financiación del terrorismo, entre cuyas funciones estará la de vigilar y controlar 
que estas entidades se hallan debidamente registradas o autorizadas. Esta 
vigilancia y supervisión será doble: 

  • Supervisión de la DIF centrada en las transacciones para identificar 
operaciones financieras sospechosas (como en la actualidad); y 

  • Vigilancia del Supervisor en materia de lucha contra el blanqueo de dinero 
y la financiación del terrorismo para verificar el cumplimiento de las 
normas empresariales internas, de conformidad con las recomendaciones 
del Grupo de Acción Financiera sobre el Blanqueo de Capitales (GAFI). 
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 La Ley de represión del terrorismo de 2002 es uno de los instrumentos vigentes 
para prohibir que ese tipo de servicios se utilicen para fines terroristas. Las 
disposiciones de esta Ley se aplican a todas las entidades que operan en Nueva 
Zelandia y, entre las infracciones previstas, se incluye la intencionalidad o 
complicidad en la transferencia de fondos para fines de terrorismo, en las 
transacciones con fondos procedentes de una persona identificada como 
terrorista, y en el ofrecimiento de servicios financieros u otros conexos a un 
terrorista reconocido. 

1.3  El Comité es consciente de los esfuerzos 
desplegados por Nueva Zelandia para establecer un 
sistema de vigilancia de las organizaciones de 
beneficencia y agradecería que se le especificara si la 
Comisión encargada de las organizaciones de beneficencia 
(página 4 del cuarto informe) ya ha sido creada. En caso 
afirmativo, el Comité desearía recibir información sobre 
las funciones y la labor de esa Comisión. 

La Ley de organizaciones de beneficencia de 2005, que estableció la Comisión 
encargada de las organizaciones de beneficencia el 1° de julio de 2005, 
encomendó a esta última la misión de prestar asistencia y apoyo a esas entidades 
en materia de buenas prácticas de gestión y administración. Sus competencias 
son las siguientes: 
 • Mantener y supervisar un registro de organizaciones de beneficencia; 

 • Recibir informes anuales y vigilar las actividades de estas organizaciones;
 • Promover la confianza de la opinión pública en estas organizaciones; 
 • Impartir formación y prestar asistencia al sector benéfico; 
 • Fomentar las mejores prácticas en la administración y el uso de los 

recursos; y 
 • Prestar asesoramiento en cuestiones relativas a las organizaciones de 

beneficencia. 

 En junio, coincidiendo con el final de cada ejercicio financiero, la Comisión 
encargada de las organizaciones de beneficencia debe presentar un informe 
anual. El Gobierno ha indicado que, dado que la Comisión se encuentra en su 
fase de establecimiento, el primer informe anual no deberá presentarse hasta el 
segundo semestre de 2006. Actualmente la Comisión está ultimando los 
mecanismos (tales como procedimientos y formularios) necesarios para registrar 
y prestar asistencia a las organizaciones de beneficencia a fin de que puedan 
cumplir los requisitos establecidos en la ley de 2005. 
Está previsto que en 2006 empiece a funcionar el registro de organizaciones de 
beneficencia, que será gestionado por la Comisión. 
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1.4  En la página 4 de su cuarto informe, Nueva 
Zelandia indicaba, en relación con la inscripción y 
acreditación de las entidades benéficas, que el proyecto de 
ley sobre dichas organizaciones se había presentado al 
Parlamento el 23 de marzo de 2004. El Comité agradecería 
que se le informara sobre el estado en que se encuentra la 
tramitación de dicho proyecto de ley y desearía saber si, 
con su promulgación y ejecución, se garantizará que las 
organizaciones de beneficencia informen sobre sus 
actividades financieras, incluyendo donaciones y 
desembolsos. ¿Cómo prevé evitar Nueva Zelandia que los 
fondos recaudados por estas organizaciones de 
beneficencia se desvíen hacia actividades terroristas? 

La respuesta a la pregunta 1.3 contiene detalles sobre el régimen jurídico de la 
Comisión encargada de las organizaciones de beneficencia. 
A fin de evitar que esas organizaciones desvíen fondos para destinarlos a fines 
terroristas, el apartado 5 del artículo 13 de la Ley de 2005 establece que ninguna 
entidad podrá registrarse como organización de beneficencia si: 
 a) Se le identifica en los artículos 20 ó 22 de la Ley de represión del
terrorismo de 2002 como entidad terrorista o asociada; o si 

 b) La entidad ha sido condenada por cualquier infracción prevista en los
artículos 7 a 13 d) de la Ley de represión del terrorismo de 2002 (que tipifican
los actos de terrorismo, la financiación del terrorismo, la realización de 
transacciones con activos terroristas, el reclutamiento de terroristas y la
participación en grupos terroristas). 

 Según lo dispuesto en la Ley de organizaciones de beneficencia de 2005, las 
entidades registradas están obligadas a presentar un informe anual. En los 
formularios propuestos, las organizaciones registradas deben incluir: 

  • Una presentación general de las actividades de beneficencia en curso y en 
proyecto y de los objetivos de dichas actividades; 

  • Información específica sobre sus beneficiarios en el seno de la sociedad; 

  • Los sectores en que opera la organización (a nivel nacional o 
internacional); y 

  • Datos financieros, tales como los ingresos, los desembolsos y los activos 
netos. 

 La información obtenida mediante el procedimiento de solicitud junto con los 
informes anuales permitirán a la Comisión vigilar a estas organizaciones y sus 
actividades, lo que le resultará de ayuda a la hora de garantizar que todas las 
entidades registradas observen las disposiciones de la Ley de 2005 y sigan 
reuniendo los requisitos exigidos para su registro. Además de ese papel de 
vigilancia y supervisión, la Comisión puede investigar cualquier supuesta 
infracción de la Ley de organizaciones de beneficencia de 2005 cometida por 
una de las entidades registradas o cualquier irregularidad grave relacionada con 
una organización registrada (o con las partes asociadas en la gestión y la 
administración de una organización registrada). 
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1.5  En cuanto a la congelación y embargo de fondos, 
¿bajo qué circunstancias permite el derecho penal de 
Nueva Zelandia la confiscación de fondos terroristas sin 
la identificación, el enjuiciamiento o la condena previos 
de un determinado terrorista? ¿Pueden congelarse los 
fondos a petición de otro Estado? ¿Cuál es la prueba que 
se exige con carácter general para establecer un vínculo 
entre los fondos y el grupo o actividad terrorista de que 
se trate? 

La Ley de represión del terrorismo de 2002 prevé un mecanismo de designación 
de las entidades previstas en la resolución 1267 (1999) y de otras entidades a las 
que se hace referencia en la resolución 1373 (2001). Según la Ley de represión 
del terrorismo de 2002 una vez realizadas las designaciones, se incurrirá en 
delito si se lleva a cabo cualquier tipo de transacción con activos de una 
organización terrorista designada como tal. También resultan aplicables los 
mecanismos de embargo y confiscación. 
Para “embargar” activos sospechosos de pertenecer a los terroristas, la prueba 
que se exige con carácter general es la “creencia razonable” de que dichos 
activos son propiedad o están controlados por una entidad designada o derivan o 
han sido generados a partir de ese tipo de activos. Esa creencia debe ser 
compartida por la Primera Ministra antes de que ésta ordene al Administrador 
Concursal la intervención de los activos de que se trate. Para que el Tribunal 
Superior pueda decretar la confiscación de los activos, debe acreditársele que 
pertenecen o están bajo el control de una entidad designada o que derivan o 
fueron generados a partir de activos de ese tipo. 

 El Gobierno decidió recientemente (abril de 2006) reformar la Ley de represión 
del terrorismo de 2002 a fin de mejorar los mecanismos de congelación, 
embargo y confiscación para ocuparse más eficazmente de los activos terroristas 
cuando no exista condena. 

 Además, el proyecto de ley de ganancias e instrumentos del delito (2005), 
actualmente ante el Parlamento, derogará la Ley sobre el producto del delito de 
1991 y sustituirá los mecanismos actuales de confiscación de activos por un 
sistema civil (que no dependerá de la existencia de una condena) y penal para 
llevar a cabo la aprehensión. Según la nueva legislación, la prueba exigida con 
carácter general será de carácter civil (cálculo de probabilidad). 

 Los fondos o activos pueden congelarse o ser confiscados a petición de un 
Estado extranjero de conformidad con la Ley de asistencia mutua en asuntos 
penales de 1992, siguiendo los requisitos y procedimientos previstos en ella. 

1.6  El Comité desearía saber cuáles son los plazos 
establecidos por el derecho de Nueva Zelandia para la 
congelación y la confiscación de los activos relacionados 
con el terrorismo, de conformidad con lo previsto en el 
apartado c) del párrafo 1 de la resolución 1373 (2001) y 
cuáles son los mecanismos para garantizar la rápida 
tramitación de estos procedimientos. 

Una vez que la entidad es designada como terrorista o asociada (ya sea con 
carácter provisional o definitivo) según lo previsto en la Ley de represión del 
terrorismo de 2002, realizar cualquier tipo de transacción con activos que sean 
propiedad o estén bajo el control directo o indirecto de dicha entidad (o deriven 
o se hayan generado a partir de ese tipo de activos) se convierte en delito de 
manera inmediata (artículo 9 de la Ley de represión del terrorismo de 2002). 
Recientemente el Gobierno ha acordado modificar esta disposición para mejorar 
el mecanismo de congelación establecido en la Ley de represión del terrorismo 
de 2002. Actualmente se está llevando a cabo el pertinente desarrollo normativo.
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1.7 Nueva Zelandia ha afirmado que la obligación de 
informar “se aplica no sólo a las instituciones financieras 
sino también a toda persona que sospeche, con motivos 
razonables, que un determinado bien que está en su 
posesión o sujeto a su control sea o pueda ser un bien al 
que se aplique el artículo (es decir, que pertenezca o esté 
vinculado a personas o grupos designados como ‘entidades 
terroristas’)” (página 5 del segundo informe). El Comité 
desearía saber si el deber de informar a la Dependencia de 
Inteligencia Financiera (DIF) sobre los activos y 
transacciones sospechosos de estar vinculados con el 
terrorismo también es exigible en los casos en que la 
persona o grupo terrorista no han sido designados como 
tales. ¿Cuáles son las obligaciones legales de información 
y los mecanismos de privación previstos para estos casos? 

La Ley de represión del terrorismo de 2002 no extiende la obligación de 
informar sobre bienes terroristas a las entidades no designadas. Sin embargo, la 
mayoría de los bancos informan voluntariamente de las transacciones financieras 
sospechosas a partir de las listas de terroristas proporcionadas por los socios 
bilaterales más importantes y los propios mercados. No existen mecanismos para 
congelar, embargar o confiscar bienes de una entidad no designada a menos que 
ésta haya cometido un delito en Nueva Zelandia. En este caso, la Ley sobre el 
producto del delito de 1991 resultaría aplicable para el embargo y la imposición 
de sanciones pecuniarias con posterioridad a la condena. El proyecto de ley de 
ganancias e instrumentos del delito (2005) permitirá, una vez aprobado, que se 
dicten órdenes de alejamiento y confiscación sin necesidad de condena previa 
cuando entidades no designadas se beneficien de activos obtenidos a partir de 
actividades delictivas. 

Métodos de investigación 

1.8  El Comité observa la declaración de Nueva 
Zelandia de que el proyecto de ley antiterrorista 
(actualmente denominado enmienda a la Ley de represión 
del terrorismo de 2003) otorgaría a las autoridades nuevas 
facultades de investigación (página 5 del tercer informe). 
Sin revelar información delicada ni comprometer las 
investigaciones en curso, el Comité agradecería que Nueva 
Zelandia le informase de la utilización de los siguientes 
elementos: 
 • Técnicas de investigación; 
 • Seguimiento de los fondos de los grupos criminales; 

e 
 • Interceptación de las comunicaciones. 

El proyecto de ley antiterrorista actualizó el régimen aplicable a las siguientes 
medidas: 

 • Inspección de computadoras – estableciendo una obligación legal de prestar 
asistencia a la policía para que ésta tenga acceso a los sistemas 
informáticos; 

 • Aparatos de seguimiento electrónico – creando un régimen jurídico para la 
utilización de esta técnica de investigación; 

 • Interceptación de las comunicaciones – expandiendo la capacidad de utilizar 
pruebas obtenidas de este modo en una gama más amplia de procesos 
penales. 

Las investigaciones financieras pueden verse facilitadas por distintas técnicas 
aplicables con carácter general a las investigaciones penales. 

1.9  El Comité observa que Nueva Zelandia ha 
introducido un proyecto de ley sobre capacidad de 
intercepción y agradecería que se le informase sobre los 
avances registrados en esta iniciativa. 

La Ley de telecomunicaciones (capacidad de interceptación) fue aprobada en 
2004. 
Esta Ley obliga a los operadores de redes de telecomunicaciones a contar con la 
infraestructura técnica necesaria para interceptar las comunicaciones que tienen 
lugar a través de su red cuando así se decrete por orden judicial o resolución 
procedente de otro órgano competente. La Ley también obliga a los operadores y 
proveedores de servicios de este tipo a prestar una asistencia razonable a los 
órganos de investigación en el ejercicio de sus funciones. 
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Criminalización y procedimiento penal 

1.10 ¿Cuenta Nueva Zelandia con un programa de 
protección de testigos? En caso afirmativo, ¿existen 
elementos del programa que se apliquen específicamente 
a los casos de terrorismo? 

La policía cuenta con un programa nacional de protección de testigos que facilita 
apoyo especializado durante las investigaciones penales y que no contiene 
elementos aplicables específicamente a los casos de terrorismo. 

 

Controles de inmigración 

1.11 ¿Controla Nueva Zelandia el paradero de los 
solicitantes de asilo? En caso afirmativo, ¿corresponde 
esta labor a la policía local o a un órgano de ámbito 
nacional? 

Los solicitantes de asilo que puedan constituir un riesgo elevado para la 
seguridad de Nueva Zelandia permanecerán detenidos por el Departamento 
Correccional de Nueva Zelandia en un lugar seguro. 
Los solicitantes que presenten un riesgo bajo de fuga y tampoco planteen un 
peligro para la seguridad nacional no serán detenidos necesariamente. El control 
de su paradero corresponde a los funcionarios de inmigración. 

1.12 ¿Está permitida en Nueva Zelandia la modificación 
legal del nombre sin necesidad de residencia previa? En 
caso afirmativo, ¿se lleva a cabo algún tipo de 
verificación, como la toma de huellas dactilares o de 
fotografías de las personas en su identidad anterior? ¿Qué 
medidas se adoptan para verificar la identidad de los 
solicitantes de nuevos documentos identificativos? 

La Ley de inscripción de nacimientos, fallecimientos y matrimonios de 1995 
prevé que cualquier persona con 18 años cumplidos, o los representantes legales 
de los menores de 18 años, podrán depositar ante el Registrador General una 
declaración jurada en la que indiquen: 
 a) Su intención de renunciar al último nombre que aparezca en su partida de 
nacimiento y adoptar algún otro; o bien; 
 b) Que previamente han renunciado al último nombre incluido en su partida 
de nacimiento y adoptado algún otro. 

 Para depositar la declaración jurada ante el Registrador General de nacimientos, 
fallecimientos y matrimonios, el interesado debe abonar una tasa y presentar una 
partida de nacimiento o algún otro certificado o prueba documental de su fecha y 
lugar de nacimiento. 
Las declaraciones reciben un número de registro y quedan archivadas. La 
administración mantiene una base de datos que permite realizar búsquedas por el 
nombre antiguo o el nuevo o por el número de registro. Cualquier persona puede 
solicitar copia de una de estas declaraciones juradas previo pago de una tasa. 
Actualmente no existe ningún requisito legal de que la persona que desea 
cambiar su nombre por medio de declaración jurada deba haber nacido en Nueva 
Zelandia o sea ciudadano o residente en el país. 
Actualmente se está revisando esta normativa. 
Nueva Zelandia carece de documento oficial de identidad y la partida de 
nacimiento no se considera un documento identificativo. 
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 El método de identificación más fiable es normalmente el pasaporte de Nueva 
Zelandia. 
Los solicitantes de documentos de viaje de Nueva Zelandia deben proporcionar 
datos específicos dependiendo de si nacieron en el país o en el extranjero. El 
solicitante debe acreditar su derecho a obtener el documento de viaje probando 
su ciudadanía neozelandesa. 
Además, ha de incluir los datos específicos de su nombre de modo que el 
Departamento de Asuntos Internos pueda verificar su identidad comparando su 
nombre con el que conste en el Registro de nacimientos, fallecimientos y 
matrimonios o en el Registro de ciudadanos. Cuando no sea posible verificar 
electrónicamente el nombre mediante estos registros, el solicitante deberá 
presentar documentación original (traducida al inglés en su caso) de modo que el 
Departamento pueda confirmar su identidad. 

 También se exige al solicitante que presente un testigo que pueda dar fe de su 
identidad y que lo haya conocido durante al menos un año. Los testigos han de 
ser titulares de un pasaporte adulto de Nueva Zelandia que goce de validez o, 
cuando ello no sea posible, deben dedicarse a un determinado grupo de 
profesiones. Los testigos deben firmar una declaración jurada y facilitar sus 
datos de contacto por si el Departamento decide dirigirse a ellos para solicitarles 
información adicional. 

1.13 El Comité es consciente de los esfuerzos realizados 
por Nueva Zelandia para evitar la falsificación de 
documentos y desearía que se le informase sobre si ya se 
ha establecido la nueva Dependencia sobre falsificación de 
documentos de identidad dentro de la fuerza nacional de 
policía (página 8 del cuarto informe). En caso afirmativo, 
el Comité agradecería que se le informase sobre las 
funciones y la labor de esta Dependencia. 

La Dependencia sobre Inteligencia de Identidad (hasta ahora denominada 
Dependencia sobre falsificación de documentos de identidad) fue creada en 
mayo de 2004 en el seno de la Oficina Nacional de Inteligencia Criminal de la 
Policía Nacional de Nueva Zelandia. Su misión es “obtener información y 
soluciones de investigación para luchar contra los delitos relacionados con la 
identidad”. Sus propósitos (generales) son i) aumentar los conocimientos 
organizativos en el ámbito de este tipo de delitos, ii) estudiar, elaborar y utilizar 
información, políticas, procedimientos y técnicas de investigación para hacer 
frente a los delitos relacionados con la identidad y iii) entablar relaciones con las 
distintas fuerzas del orden público y con otros órganos. 
La Dependencia sobre Inteligencia de Identidad ha establecido una red de 
intercambio de información en esa materia entre 13 organismos nacionales de 
orden público, y en nombre de todos ellos, y actúa regularmente como órgano de 
coordinación con otros organismos públicos y múltiples entidades del sector 
privado, incluidos los principales bancos de comercio, instituciones financieras, 
compañías de seguros y proveedores de servicios de telecomunicaciones. 

 Aunque se han registrado avances, aún queda mucho por hacer en el desarrollo 
de la Dependencia para poder afirmarse que ha alcanzado su rendimiento 
óptimo. Los desafíos más importantes son la identificación e implantación de 



 

 

S/2006/384 
 

10 
06-38789

sistemas para detectar, medir, prevenir e investigar los delitos relativos a la 
identidad. Entre los obstáculos que hay que abordar se encuentran las 
limitaciones de capacidad y el ámbito y naturaleza cada vez más amplios de los 
problemas que plantean esos delitos. 
La Dependencia no se encarga del examen forense de documentos ni está 
especializada en delitos cometidos a través de Internet, si bien mantiene vínculos 
estrechos con las dos dependencias de la policía de Nueva Zelandia actualmente 
encargadas de tales funciones y tienen un interés claro en sus actividades. 
La Dependencia se encarga fundamentalmente de reunir información y no cuenta 
con los recursos necesarios para llevar a cabo investigaciones, si bien cuando le 
es posible trata de prestar asistencia en las labores de investigación. 

Controles fronterizos  

1.14 De conformidad con lo dispuesto en los apartados c) 
y g) del párrafo 2 de la resolución 1373 (2001), los 
Estados deben velar por la aplicación de controles 
efectivos de inmigración, aduanas y fronteras a fin de 
evitar la circulación de terroristas, la aparición de refugios 
y la comisión de actos de terrorismo. El Comité 
agradecería que se le informase sobre los siguientes 
aspectos: 
 • El alcance de la cooperación y la coordinación entre 

los distintos organismos nacionales con 
competencias en materia de control fronterizo, 
incluidas las modalidades e instrumentos utilizados y 
ejemplos de los resultados de las actividades 
conjuntas; 

 • Las estrategias de vigilancia y los métodos utilizados 
para evitar actos de terrorismo en los envíos de 
mercancías que entren en el territorio de Nueva 
Zelandia o salgan de él, cualquiera que sea el medio 
de transporte utilizado, así como las medidas 
adoptadas o previstas para aplicar el marco normativo 
de la Organización Mundial de Aduanas (OMA) para 
proteger y facilitar el comercio mundial; y 

 • Los mecanismos y salvaguardias existentes para 
detectar y prevenir la circulación de terroristas a 
través de las fronteras estatales y los puntos de 
entrada que carezcan de vigilancia oficial. 

El Servicio de Aduanas de Nueva Zelandia examina los datos del 100% de los 
pasajeros que llegan al país o salen de él, comparándolos con los existentes en su 
sistema de gestión de riesgos y elaboración de perfiles orientado hacia los 
objetivos de inteligencia. Este sistema satisface las necesidades de este tipo de 
todos los organismos del Gobierno. 
Todos los buques y aeronaves que entran en Nueva Zelandia deben notificar por 
adelantado su llegada y dirigirse a una zona controlada por el Servicio de 
Aduanas para presentar declaración. Las personas y mercancías que entren en 
Nueva Zelandia o salgan del país deben recibir una autorización de aduanas. 
En junio de 2005, el Servicio de Aduanas de Nueva Zelandia manifestó su intención 
de poner en práctica el marco normativo de la OMA para proteger y facilitar el 
comercio mundial. Los elementos clave de este marco, tales como los controles de 
exportación y la gestión de riesgos, ya han sido implantados por el Servicio de 
Aduanas a raíz del desarrollo de su régimen de seguridad de las exportaciones. 
El Servicio de Aduanas continuará además ocupándose de otros aspectos de la 
aplicación del marco en caso necesario y prestará asistencia a la OMA en su 
labor para seguir perfilando los aspectos más delicados de ese marco. 
Otro foro importante en que el Servicio de Aduanas de Nueva Zelandia 
contribuye activamente a las labores antiterroristas es el Foro de Cooperación 
Económica de Asia y el Pacífico (APEC), en particular el proceso relativo al 
Comercio Seguro en la Región APEC (“STAR”), que se inició en octubre 
de 2002. El objetivo de este proceso es reforzar la seguridad en el transporte, la 
cooperación en materia de inmigración y aduanas en la región APEC, facilitando 
al mismo tiempo la circulación de personas y bienes. El proceso STAR también 
es una vía de creación de capacidad para la seguridad comercial en la región 
APEC. 
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 El Servicio de Aduanas de Nueva Zelandia ha aceptado la recomendación de la 
Organización Mundial del Comercio sobre la necesidad de desarrollar y 
fortalecer el papel de las administraciones de aduanas en la lucha contra el 
blanqueo de dinero y la recuperación de las ganancias ilícitas procedentes del 
delito. 

 El Servicio de Aduanas de Nueva Zelandia se toma muy en serio los problemas 
del blanqueo de dinero y la recuperación de las ganancias ilícitas y es conciente 
de los estrechos vínculos existentes entre el blanqueo de dinero y cuestiones 
como la droga, la delincuencia y el terrorismo, por lo que está al tanto de los 
riesgos que el blanqueo de dinero entraña para la comunidad internacional.  
El Servicio de Aduanas de Nueva Zelandia cuenta con competencias claras en el 
conjunto de mecanismos establecidos por el Gobierno para luchar contra el 
blanqueo de dinero y la financiación del terrorismo, y en este sentido se ha 
reconocido la importancia del blanqueo de dinero en las estrategias amplias de 
aplicación de las normas por el propio Servicio. Tanto la Ley de aduanas e 
impuestos sobre el consumo de 1996 como la Ley de represión del terrorismo de 
2002 contienen disposiciones para embargar y retener las ganancias ilícitas 
procedentes de actividades delictivas y bienes sospechosos de pertenecer a los 
terroristas, respectivamente, y, gracias a la Ley de presentación de informes 
sobre transacciones financieras de 1996, Nueva Zelandia cuenta también con un 
sistema de declaración en la frontera de sumas de dinero en efectivo, de cuya 
aplicación se encarga el Servicio de Aduanas. 

 No existen puntos de entrada o salida al margen del control del Servicio de 
Aduanas. 

Seguridad portuaria  

1.15 En la página 9 de su cuarto informe, Nueva 
Zelandia indicó que el Parlamento tenía ante sí un 
proyecto de ley sobre seguridad de las fronteras. El 
Comité agradecería que se le informase sobre el estado de 
la tramitación del proyecto de ley y desearía saber cómo 
fortalecerá esta norma los controles fronterizos de Nueva 
Zelandia y cuáles serán las medidas de seguridad previstas 
contra el terrorismo y otras actividades sospechosas 
relacionadas con delitos transfronterizos (pág. 9) en caso 
de que llegue a promulgarse. 

El proyecto de ley sobre seguridad de las fronteras fue aprobado en noviembre 
de 2004 bajo el título de Ley de reforma de aduanas e impuestos indirectos de 
2004. La nueva legislación, que es más severa, prevé: 
 • Que el Servicio de Aduanas goce de un acceso anticipado a los datos sobre 

las mercancías, los buques, las aeronaves y las personas que cruzan las 
fronteras; 

 • El intercambio con otras administraciones de información relacionada con 
la seguridad; 

 • El control normativo, desde su punto de embalaje, de los contenedores de 
mercancías protegidos que procedan de exportadores autorizados. 
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Estas mejoras legislativas de la gestión de las fronteras, combinadas con la 
normativa vigente referente a la circulación de mercancías y la presentación de 
declaraciones, permiten que el Servicio de Aduanas cuente con un sistema de 
controles amplio que garantiza la gestión oportuna de los riesgos planteados por 
las mercancías exportadas y sus datos conexos. Estas medidas de seguridad 
reforzadas mitigarán los riesgos que corre la cadena mundial de producción y 
distribución como consecuencia del terrorismo u otras actuaciones sospechosas. 

 

Seguridad de la aviación  

1.16 ¿Tiene Nueva Zelandia la intención de contribuir al 
Plan de Acción sobre Seguridad de la Aviación de la 
Organización de Aviación Civil Internacional (OACI), 
entre otras cosas por medio de inspecciones de seguridad, 
asistencia urgente a los Estados, organización de cursos de 
formación y suministros de materiales de orientación y 
varios otros proyectos? 

Sí. Desde 2002, Nueva Zelandia ha hecho contribuciones voluntarias al 
Mecanismo de Seguridad de la Aviación de la OACI por un valor comprendido 
entre 20.000 y 25.000 dólares de los EE.UU. al año. A partir de 2006, Nueva 
Zelandia dividirá sus contribuciones entre el Plan de Acción y el Mecanismo. 
Nueva Zelandia cuenta con una representación activa en el Grupo de Expertos 
sobre seguridad de la aviación de la OACI por medio de su Dirección de 
Aviación Civil y participó en la gestación de la enmienda No. 11 del anexo 17 
(seguridad). El Director de la Dirección de Aviación Civil en materia de 
seguridad participa actualmente, junto con otros representantes del Grupo de 
Expertos, en el examen y elaboración de material de orientación actualizado para 
los Estados contenido en el Manual de Seguridad de la OACI para la protección 
de la aviación civil contra los actos de interferencia ilícita. 

 Nueva Zelandia ha acordado el traslado a la OACI de funcionarios, tanto de la 
Dirección de Aviación Civil como del Servicio de Seguridad de Aviación, para que 
participen en el Programa universal de auditoría de la seguridad. Estos funcionarios 
han prestado asistencia a la OACI en distintas misiones de auditoría realizadas en la 
región de Asia y el Pacífico. El compromiso de Nueva Zelandia sigue en pie. 

 La Dirección de Aviación Civil presta asistencia técnica en materia de normativa 
de seguridad de la aviación a varios de los pequeños Estados insulares del 
Pacífico en el marco de acuerdos bilaterales con sus gobiernos respectivos.  

 Además, a través de la propia Dirección de Aviación Civil Nueva Zelandia 
participa activamente en el establecimiento de la Oficina de Seguridad de la 
Aviación en el Pacífico (PASO), órgano regional encargado de prestar 
supervisión y asistencia técnica en materia de seguridad a varios países del Foro 
de las Islas del Pacífico, cuya creación ha sido respaldada por la OACI. Entre las 
contribuciones de Nueva Zelandia a esta Oficina se encuentra una donación de 
200.000 dólares neozelandeses realizada a través del Fondo de Cooperación para 
las iniciativas regionales de comercio y seguridad financiera del Banco Asiático 
de Desarrollo. 
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 El Servicio de Seguridad de la Aviación está a cargo de un centro de 
capacitación sobre seguridad de la aviación de ámbito subregional reconocido y 
aceptado oficialmente por la OACI, que tiene su sede en Auckland. En 
coordinación con la OACI, este centro imparte la totalidad de los módulos 
formativos sobre seguridad de la aviación de la OACI así como cursos de 
certificación de formadores y talleres regionales de seguridad de la aviación, 
haciendo especial hincapié en atraer a estudiantes de la región del Pacífico sur. 
Funcionarios de la Dirección del Servicio de Seguridad de la Aviación han 
completado los cursos pertinentes de la OACI, incluidos los programas de 
certificación de formadores, para que puedan prestar un apoyo continuado en la 
consecución de los objetivos de capacitación de la OACI en toda la región de 
Asia y el Pacífico.  

 Además, tanto la Dirección como el Servicio de Seguridad de la Aviación han 
acogido y participado conjuntamente en cursos organizados por la OACI y la 
Universidad Concordia de Montreal sobre programas de certificación de materia 
de gestión de la seguridad de la aviación.  

 Con el apoyo de los fondos aportados por el Gobierno de Nueva Zelandia, el 
Servicio de Seguridad de la Aviación, también ha participado en la prestación de 
asistencia urgente a varios de los pequeños Estados insulares del Pacífico y, en 
particular, ha entregado equipos para el examen del equipaje transportado en 
bodegas, facilitado servicio técnico e impartido la formación necesaria para 
utilizarlo a fin de ayudar a esos Estados a que cumplan los requisitos de la OACI 
en relación con este tipo de equipaje en todos los vuelos internacionales a partir 
del 1° de enero de 2006. A través del Ministerio de Transporte y la Dirección de 
Seguridad de la Aviación, Nueva Zelandia también participa activamente en el 
Grupo de Expertos de la APEC sobre seguridad de la aviación, órgano 
especializado que, entre otras cosas, trata de promover una aplicación uniforme 
en toda la región APEC de las normas de seguridad y prácticas recomendadas de 
la OACI contenidas en el anexo 17 del Convenio. 

1.17 El Comité observa que Nueva Zelandia es uno de 
los Estados contratantes de la OACI ¿Ha sido auditada 
Nueva Zelandia en el marco del Programa universal de 
auditoría de la seguridad (USAP) del Plan de Acción sobre 
Seguridad de la Aviación? En caso afirmativo, ¿qué 
problemas y deficiencias se han identificado, 
especialmente con respecto a las normas y prácticas 
recogidas en el anexo 17 del Convenio sobre Aviación 
Civil Internacional? 

No está previsto que Nueva Zelandia sea objeto de auditoría en el marco del 
Programa Universal hasta septiembre de 2006.  
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Aplicación de los 13 instrumentos internacionales de lucha contra el terrorismo 

1.18 El Comité agradecería que se le informase sobre 
las medidas adoptadas o previstas por Nueva Zelandia 
para hacerse parte en el Convenio internacional para la 
represión de los actos de terrorismo nuclear. 

Nueva Zelandia suscribió el Convenio internacional para la represión de los 
actos de terrorismo nuclear cuando se abrió a la firma en septiembre de 2005 y 
actualmente está llevando a cabo los trámites pertinentes a nivel interno para su 
ratificación. La práctica que se sigue en relación con todos los tratados 
multilaterales es la de presentarlos al Parlamento para su examen por un comité 
especial antes de que el Ejecutivo adopte medidas para darles carácter 
obligatorio —en este caso su ratificación. Una vez culmine con éxito el proceso 
de examen del tratado en el Parlamento y la presentación de normativa de 
aplicación, se espera que Nueva Zelandia ratifique el Convenio.  

2. Aplicación de la resolución 1624 (2005)  

Párrafo 1  

2.1 ¿Qué medidas se han tomado en Nueva Zelandia para 
prohibir por ley e impedir la incitación a la comisión de 
actos de terrorismo? ¿Qué otras medidas, en su caso, se 
están estudiando? 

La Ley de delitos de 1961 tipifica la incitación a cometer un acto delictivo, con 
independencia de que éste se haya consumado o no. La incitación a cometer 
actos de terrorismo se perseguiría en todo caso también con independencia de 
que el acto fuera a perpetrarse en el territorio de Nueva Zelandia o fuera de él. 

2.2 ¿Qué medidas adopta Nueva Zelandia para denegar 
protección a toda persona respecto de la cual se disponga 
de información fidedigna y pertinente por la que haya 
razones fundadas para considerarla culpable de incitación 
a la comisión de actos de terrorismo? 

Cuando Nueva Zelandia recibe información fidedigna y pertinente de que una 
persona es culpable de incitación a la comisión de actos de terrorismo, se 
introduce un aviso en su sistema de solicitud de visados y permisos de 
inmigración, que es el instrumento que se utiliza para gestionar las solicitudes de 
los extranjeros que desean entrar en Nueva Zelandia y permite en su caso 
denegar la entrada cuando el extranjero aún se encuentra fuera del país.  

 El sistema de avisos y elaboración de perfiles otorga al Servicio de Inmigración 
de Nueva Zelandia la capacidad de denegar a las personas de interés el derecho a 
embarcarse en aeronaves con destino a Nueva Zelandia, lo que se consigue 
utilizando un sistema de “procesamiento anticipado de pasajeros” perfeccionado 
durante los últimos dos años.  

Párrafo 2  

2.3 ¿Cómo coopera Nueva Zelandia con otros Estados en 
el fortalecimiento de la seguridad de sus fronteras 
internacionales con miras a prevenir que los culpables de 
incitación a la comisión de actos de terrorismo entren en 
su territorio, entre otras cosas combatiendo la utilización 
de documentos de viaje fraudulentos y, en la medida de lo 
posible, mejorando el examen de los datos de identidad 
para descubrir a los terroristas y los procedimientos de 
seguridad de los pasajeros? 

Nueva Zelandia coopera intensamente con varios países para garantizar que los 
culpables de actos de terrorismo y quienes utilizan documentos fraudulentos no 
puedan entrar en su territorio. Además, facilita información sobre pasaportes 
perdidos y robados a la base de datos de la Interpol sobre documentos de viaje y 
recientemente (marzo de 2006) se adhirió a una iniciativa de la APEC (la 
denominada lista regional de avisos sobre la circulación de personas) que 
permite el examen automático de las listas de pasajeros y su comparación con 
los registros de pasaportes perdidos y robados. 
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 La Dependencia de Inteligencia sobre Inmigración, de Nueva Zelandia tiene una 
amplia relación con organismos nacionales y extranjeros de inteligencia y 
participa activamente en el intercambio de datos en beneficio mutuo. 
Además, Nueva Zelandia utiliza distintos sistemas de elaboración de perfiles y 
verificación para confirmar la buena fe de los viajeros, denegando de este modo el 
embarque a las personas que puedan plantear un peligro para la seguridad del país.

Párrafo 3  

2.4 ¿En qué actividades internacionales participa o piensa 
participar Nueva Zelandia para promover el diálogo y 
mejorar el entendimiento entre las civilizaciones en un 
intento por prevenir que se atente indiscriminadamente 
contra diferentes organizaciones y culturas? 

Conjuntamente con Australia, Indonesia y Filipinas, Nueva Zelandia copatrocinó 
el Diálogo de Cebú sobre cooperación interconfesional para la paz, el desarrollo 
y la dignidad humana, encuentro regional que se celebró en Filipinas del 14 al 
16 de marzo de 2006, y reunió a 187 dirigentes religiosos y comunitarios de 
15 países (Australia, Brunei Darussalam, Camboya, Filipinas, Fiji, Indonesia, 
Malasia, Myanmar, Nueva Zelandia, Papua Nueva Guinea, República 
Democrática Popular Lao, Singapur, Tailandia, Timor-Leste y Viet Nam). El 
objetivo del diálogo fue promover una cultura de paz, tolerancia mutua, 
entendimiento y no violencia entre las distintas religiones de la región y reforzar 
la posición de los dirigentes religiosos moderados. 

 En Cebú, Nueva Zelandia se ofreció a acoger la siguiente reunión del Diálogo 
interconfesional, cuya planificación ya ha empezado y que se espera tenga lugar 
en 2007. 

 El Gobierno de Nueva Zelandia también prestó su apoyo a un coloquio regional 
intercofesional del Pacífico sobre los conceptos culturales y religiosos indígenas 
de la paz y la buena gobernanza, que tuvo lugar en Samoa en diciembre de 2005 e 
incluyó una exposición del Dr. Manuka Henare (director de la delegación de 
Nueva Zelandia ante el Diálogo interconfesional de Cebú) sobre la religión y la 
paz de la cultura indígenas de Samoa. Está previsto que en agosto de 2006 se 
celebre en Auckland otra conferencia regional sobre el tema de la preparación del 
Pacífico para el siglo XXI: religión, tradiciones locales y tendencias globales. 

2.5 ¿Qué medidas está tomando Nueva Zelandia para 
luchar contra la incitación a la comisión de actos de 
terrorismo por motivos de extremismo e intolerancia e 
impedir la subversión de las instituciones educativas, 
culturales y religiosas por parte de los terroristas y quienes 
les apoyan? 

A nivel interno, la Comisión de Derechos Humanos de Nueva Zelandia ha 
desempeñado un papel muy activo en la promoción de la tolerancia, el 
entendimiento y el respeto por la diversidad, incluida la religiosa. Estas 
iniciativas también permiten contrarrestar y prevenir la aparición de condiciones 
que puedan ser explotadas por los extremistas. 
Entre las diversas iniciativas apoyadas por la Comisión, cabe mencionar el 
establecimiento en abril de 2005 de una red nacional interconfesional para 
facilitar la cooperación y el intercambio entre las comunidades religiosas y el 
Gobierno en Nueva Zelandia y en la región de Asia y el Pacífico a fin de 
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 promover la paz, la seguridad y unas relaciones armoniosas. La red abarca 
subredes de comunidades y organizaciones religiosas nacionales y locales, grupos 
interconfesionales también de ámbito nacional y local, estudiosos y otros 
interesados en los estudios religiosos, organismos públicos, administraciones 
locales y particulares interesados. Su objetivo es crear oportunidades para 
participar en estas redes y en sus relaciones recíprocas a distintos niveles, así 
como prestar apoyo y dar publicidad a los grupos que desarrollan actividades, 
proyectos y programas interconfesionales que contribuyen a la tolerancia religiosa,
el entendimiento de las religiones por la opinión pública y la cooperación 
interconfesional en pro de la paz, la seguridad y unas relaciones armoniosas. 

 La red funciona como una de las vertientes del programa de acción sobre la 
diversidad de Nueva Zelandia, que se creó a partir de un foro de dirigentes 
comunitarios reunidos en el Parlamento en agosto de 2004, que había sido 
convocado a raíz de varios casos de acoso por motivos raciales y religiosos. En 
el Foro se adoptó un programa de 10 puntos para fortalecer la diversidad 
cultural. Se invitó además a las organizaciones a que se hicieran partícipes en el 
programa registrando uno o más proyectos de diversidad. Actualmente son más 
de 80 las organizaciones que se han sumado al programa. 

 Entre los participantes se encuentran organismos públicos de las 
administraciones central y local, organizaciones de servicios para la comunidad, 
grupos culturales y religiosos, escuelas, universidades, bibliotecas, museos y 
empresas privadas. Los proyectos son variados y abarcan desde acontecimientos 
excepcionales tales como festivales, talleres y representaciones culturales a 
programas educativos que funcionan todo el año, publicaciones y exposiciones. 
Para obtener más información puede consultarse la siguiente dirección: 
www.hrc.co.nz/diversity. 

Párrafo 4  

2.6 ¿Que está haciendo Nueva Zelandia para asegurarse de 
que las medidas que se adopten para aplicar los párrafos 1, 
2 y 3 de la resolución 1624 (2005) se ajustan a las 
obligaciones que le incumben en virtud del derecho 
internacional, en particular las normas relativas a los 
derechos humanos, el derecho de los refugiados y el 
derecho humanitario? 

El Gobierno de Nueva Zelandia ha asumido un compromiso sólido e 
inquebrantable en favor de la promoción y la protección de los derechos 
humanos a nivel nacional e internacional. 
El Gobierno reconoce que el cumplimiento de las obligaciones previstas en los 
párrafos 1 a 3 de la resolución 1624 (2005) en relación con ciertas infracciones 
puede limitar prima facie ciertos derechos humanos como la libertad de 
expresión. No obstante, considera que esas limitaciones están claramente 
justificadas en sociedades libres y democráticas como la de Nueva Zelandia. 
Las consideraciones políticas subyacentes reflejan objetivos significativos e 
importantes, de modo que las limitaciones deben considerarse razonables y 
proporcionales a tales objetivos. 
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 Todas las leyes introducidas a partir de 1990 han sido examinadas por el Fiscal 
General para verificar su conformidad con la Carta de Derechos de Nueva 
Zelandia de 1990, lo que confirma el compromiso del país para con el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Cuando una persona sea acusada 
de haber cometido cualquiera de los delitos pertinentes, la ley exige que se siga 
el proceso debido y se observen los principios de derecho natural consagrados 
en la Carta de Derechos. 
Todas las grandes decisiones políticas que correspondan al Gabinete de Nueva 
Zelandia también deberán cumplir los requisitos de protección de los derechos 
humanos. Al elaborar las recientes propuestas normativas para dar efecto a las 
obligaciones establecidas en la resolución 1624 (2005), se verificó su 
concordancia con la Carta de Derechos y la Ley de protección de los derechos 
humanos de 1993 y se incluyó un comentario al respecto dirigido al Gabinete. 
Todas las actividades, prácticas y políticas orientadas a fortalecer la seguridad de 
las fronteras internacionales de Nueva Zelandia se ejecutan de manera tal que en 
las decisiones sobre expulsión o traslado de refugiados se respeten las garantías 
procesales, se asegure que las decisiones se motivan caso por caso y no 
genéricamente, se incorporen iniciativas que garanticen el respeto de la privacidad 
y se evite la detención de personas al margen de los controles judiciales. 
En los términos previstos en el párrafo 3, el Gobierno ha encomendado a la 
Comisión de Derechos Humanos de Nueva Zelandia, entre otras cosas, el 
fomento de unas relaciones armoniosas entre las personas y entre los distintos 
grupos de la sociedad neozelandesa. La Comisión de Derechos Humanos es una 
entidad de la Corona independiente desde un punto de vista funcional. El 
Comisario para las Relaciones entre las Razas, que colabora con la Comisión de 
Derechos Humanos, desempeña un importante papel en el mantenimiento y el 
desarrollo de estas relaciones armoniosas (en la respuesta a la pregunta 2.5 se 
suministran ejemplos al respecto). 

 


